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LA CORTE NEGÓ EL AMPARO DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DEL ACCIONANTE, AL 

ENCONTRAR QUE LA SENTENCIA DE CASACIÓN PENAL CONTRA LA CUAL SE INTERPUSO LA 

ACCIÓN DE TUTELA (I) SÍ SATISFACE LOS ESTÁNDARES DE PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA 

DOBLE CONFORMIDAD JUDICIAL Y (II) NO VULNERÓ EL PRINCIPIO DE CONGRUENCIA 

 

 
   VII.  EXPEDIENTE D-7271160 - SENTENCIA SU-397/19 (agosto 29) 
           M.P. Cristina Pardo Schlesinger  
 

 
 
1.   Antecedentes fácticos 

El 11 de agosto de 2009, y bajo el procedimiento establecido en la Ley 600 de 2000, la 
Fiscalía Diecisiete Delegada para Delitos contra la Administración Pública vinculó al 
accionante y a otra persona a una investigación por la presunta comisión del delito de 
peculado por apropiación a favor de terceros en calidad de intervinientes.  

Luego de que se surtieran las etapas procesales correspondientes, en sentencia del 3 de 
agosto de 2011, conforme a la conducta imputada por la Fiscalía, el Juzgado Primero Penal 
del Circuito de Villavicencio absolvió a los acusados de toda responsabilidad. No obstante, 
en razón de la apelación formulada por la Fiscalía y el Procurador Penal Judicial II 180, el 
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20 de febrero de 2017, la Sala Penal del Tribunal Superior de Villavicencio revocó la 
sentencia de primera instancia y condenó a los procesados a la pena principal de 120 meses 
de prisión, multa de tres mil millones de pesos e inhabilitación para el ejercicio de cargos 
públicos por el mismo término de la pena principal, por el delito de peculado por apropiación 
a favor de terceros, pero a título de cómplices.  
 
Por lo anterior, el 10 de marzo de 2017, y en aplicación lo decidido por la Corte 
Constitucional en la Sentencia C-792 de 2014 respecto de la posibilidad de impugnar la 
primera sentencia condenatoria que se dicte en un proceso penal, el actor interpuso recurso 
de impugnación contra la decisión de segunda instancia. Dado que, con fundamento en la 
postura de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia sobre el particular, el 4 de mayo 
siguiente, el magistrado sustanciador rechazó la procedencia de la impugnación, el 21 de 
junio del mismo año, el accionante presentó recurso extraordinario de casación. En su 
escrito, acusó el fallo de segunda instancia de haber vulnerado el principio de congruencia, 
como resultado del cambio en la calificación jurídica de la conducta. 
 
Sin embargo, el 29 de agosto de 2018, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de 
Justicia resolvió no casar la sentencia proferida el 20 de febrero de 2017 por la Sala Penal 
del Tribunal Superior de Villavicencio. Para sustentar su decisión, indicó que la jurisprudencia 
también ha admitido la posibilidad de condenar al inculpado bajo un grado de participación 
diverso al enunciado en la resolución de acusación, cuando el nuevo título de imputación no 
le sea más gravoso. Adicionalmente, con ocasión del recurso extraordinario de casación 
formulado por la otra persona condenada en el proceso, y atención a que ambos «fueron 
condenados por primera vez en segunda instancia» bajo los mismos cargos, la Sala emitió 
pronunciamiento de fondo sobre la responsabilidad de los implicados en la comisión del 
delito endilgado. 
 
Por estos hechos, el 10 de diciembre de 2018, el señor Ahumada Sabogal interpuso una 
acción de tutela contra la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, con el 
propósito de obtener la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, a la 
defensa y al acceso a la administración de justicia. Estimó que la sentencia incurrió en los 
defectos de violación directa de la Constitución, porque no garantizó el derecho a la doble 
conformidad judicial reconocido en los artículos 29 de la Constitución, 14.5 del PIDCP y 8.2.h 
de la CADH, y desarrollado jurisprudencialmente en la Sentencia C-792 de 2014; violación 
del precedente constitucional, específicamente del contenido en la Sentencia SU-215 de 
2016, en la cual la Corte estableció que el derecho a la doble conformidad judicial también 
es aplicable a los procesos regulados por la Ley 600 de 2000; defecto sustantivo, por 
desconocimiento de lo dispuesto en el artículo 404 de la Ley 600 de 2000, que establece el 
procedimiento que debe adelantar el juez para variar la calificación jurídica en la audiencia 
de juzgamiento; y falta de motivación, por cuanto en la sentencia de casación, la Sala Penal 
de la Corte Suprema de Justicia no analizó todas las circunstancias fácticas y jurídicas que 
fueron alegadas a lo largo del proceso penal. 
 
2.   Decisión 
 
Primero. LEVANTAR la suspensión de términos decretada por Auto del 6 de junio de 2019. 
 
Segundo. CONFIRMAR la sentencia proferida el 16 de enero de 2019 por la Sala de 
Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, que negó el amparo de los derechos 
fundamentales del señor Édgar Antonio Ahumada Sabogal al debido proceso, a la defensa 
y al acceso a la administración de justicia.  
 
Tercero. ADVERTIR a la Sala Penal del Tribunal Superior de Villavicencio que en próximas 
oportunidades deberá informar en los fallos que contengan la primera condena que contra 
la misma procede el recurso de impugnación. De presentarse la impugnación, y luego de 
los trámites de rigor, deberá remitir el expediente a la Sala de Casación Penal de la Corte 
Suprema de Justicia para que, de ser el caso, resuelva la solicitud de doble conformidad 
judicial. 
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Cuarto. EXHORTAR, una vez más, al Congreso de la República, a que regule el 
procedimiento para el ejercicio del derecho a la impugnación de la primera sentencia 
condenatoria en materia penal, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 29 y 235, 
numerales 2 y 7, de la Constitución. 
 
3.  Síntesis de los fundamentos 

3.1 Luego de considerar que la acción de tutela cumple los requisitos generales de 
procedibilidad de la acción de tutela, la Sala Plena se refirió a los siguientes temas: (i) las 
causales especiales o específicas de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias 
judiciales, puntualmente las causales de defecto sustantivo, decisión sin motivación, 
desconocimiento del precedente y violación directa de la Constitución; (ii) el derecho a 
impugnar la sentencia condenatoria dictada por primera vez en segunda instancia a la luz 
de las Sentencias C-792 de 2014 y SU-215 de 2016; (iii) las medidas provisionales adoptadas 
por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia para impugnar la primera 
sentencia condenatoria; y (iv) El principio de congruencia entre la sentencia y la resolución 
de acusación en el marco procesal de la Ley 600 de 2000. 

3.2 En el estudio del caso concreto, la Sala concluyó que la sentencia contra la cual se 
interpuso la acción de tutela de la referencia sí satisface los estándares de protección del 
derecho a la doble conformidad judicial fijados por la Corte en la Sentencia C-792 de 2014, 
toda vez que, en primer lugar, hizo una revisión completa, amplia, exhaustiva e integral de 
la controversia jurídica que dio origen al proceso penal adelantado contra el actor, que no 
se limitó a la decisión condenatoria adoptada por la Sala Penal del Tribunal Superior de 
Villavicencio, ni a las causales de casación alegadas; y, en segundo lugar, fue dictada por la 
Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, es decir, por una autoridad judicial 
distinta de la que impuso la condena. Además, estimó que la fórmula de la Sala de Casación 
penal de la Corte Suprema de Justicia para garantizar la impugnación de la primera condena 
resultó razonable, de modo que el derecho a la doble conformidad del accionante logó su 
máxima realización, en la medida de las posibilidades fácticas y jurídicas del caso, pues hizo 
uso de las herramientas legales, procesales y jurisprudenciales de las que disponía para ese 
momento. 

3.3 No obstante, la Corte aclaró que luego del 24 de abril de 2016, fecha en que venció el 
exhorto al Congreso de la República para legislar sobre la materia, previsto en la Sentencia 
C-792 de 2014, las autoridades judiciales debían actuar en consonancia con lo dispuesto en 
la mencionada sentencia, es decir, entendiendo que procede la impugnación integral contra 
«todas las sentencias condenatorias ante el superior jerárquico o funcional de quien impuso 
la condena». En atención a esta situación, a juicio de la Sala Plena, el Tribunal Superior de 
Villavicencio estaba obligado a dar trámite y remitir a la Sala de Casación Penal de la Corte 
Suprema de Justicia el escrito de impugnación presentado por el accionante el 10 de marzo 
de 2017, contra la sentencia emitida en segunda instancia por su Sala Penal el 20 de febrero 
del mismo año. Por tanto, en razón de la omisión en que incurrió la Sala Penal del Tribunal 
Superior de Villavicencio al negarse a admitir el recurso de impugnación interpuesto por el 
accionante y remitirlo a la Corte Suprema de Justicia, la Sala Plena considera necesario 
tomar la medida que se dispuso en el ordinal tercero de la parte resolutiva. 

3.4 Por último, la Corporación encontró demostrado que la sentencia condenatoria aprobada 
por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia no incurrió en un defecto 
sustantivo por desconocimiento de lo dispuesto en el artículo 404 de la Ley 600 de 2000, 
pues la Sala Penal del Tribunal Superior de Villavicencio estaba habilitada para cambiar en 
la sentencia la calificación jurídica de la conducta imputada, si, como en efecto ocurrió, (i) 
mantenía incólume el núcleo básico de la imputación fáctica y (ii) la variación en el título de 
participación resultaba más benigno al procesado 
 
4. Aclaraciones de voto 
 
Los Magistrados Luis Guillermo Guerrero Pérez y Alejandro Linares Cantillo se 
reservaron la posibilidad de presentar aclaraciones de voto sobre diversos aspectos de la 
motivación.  
 




